Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE (Bango).- Habiendo número está abierta la sesión. 
(Es la hora 11 y 4.) 


-En el día de hoy la Comisión recibe con mucho gusto a los representantes de UNICEF en 
Uruguay, señor Egidio Crotti, y las doctoras Lucía Vernazza y Susana Falca, a quienes mucho 
agradecemos su rápida respuesta a nuestra invitación. 


Esta Comisión tiene por objeto el análisis de la legislación relativa a los temas de seguridad 
pública y en especial la de adolescentes en conflicto con la ley penal y, después de una serie de 
entrevistas calificadas que hemos decidido mantener, procesaremos una discusión a fin de emitir 
sugerencias a la Asamblea General acerca de la temática que abordaremos. 


Cedemos la palabra a nuestros invitados. 
SEÑOR CROTTI.- Buenos días a todas y a todos. 


Ante todo, debo agradecer el privilegio de poder compartir con ustedes este debate sobre un 
tema muy central en el país que tiene que ver, como se ha dicho, con el derecho a la seguridad por 
parte de la ciudadanía, y también con los derechos de la persona, en particular la temática de los 
adolescentes en conflicto con la ley. 


Quisiera decir que mi intervención no va a estar basada en mi pensamiento personal ni en 
posturas políticas o ideológicas porque, en este momento, estoy en este ámbito representando a 
UNICEF. Entonces, creo que es importante compartir con ustedes algunos de los principios sobre los 
cuales -lo digo con cierta satisfacción- la humanidad se ha puesto de acuerdo, desde el momento en 
que la enorme mayoría de los Estados en el mundo han ratificado la Convención sobre los Derechos 
del Niño. Entonces, trataré de ubicar mi intervención a partir de algunos principios establecidos en este 
tratado internacional y de hacer un esfuerzo para ver cómo eso se refleja y se compatibiliza con la 
realidad cotidiana que viven las personas en Uruguay. 


La Convención de los Derechos del Niño es muy específica cuando se refiere a la relación 
entre los menores de dieciocho años y la Justicia. Si bien en otros capítulos es bastante amplia y 
establece principios generales, profundiza bastante en los detalles en sus consideraciones relativas a 
esta relación entre la infancia y la Justicia, en particular, cuando se trata de la relación entre niños o 
adolescentes que entran en conflicto con la ley penal. 


Antes que nada debemos decir que la Convención sobre los Derechos del Niño no considera 
a los adolescentes irresponsables ni inimputables; no promociona la impunidad. Lo que prevé es que el 
Estado, en su respuesta punitiva a las infracciones a la ley cometidas por los adolescentes, implemente 
un sistema de responsabilidad penal juvenil específico, con algunas características que brevemente 
voy a recordar. De todas maneras, la respuesta del Estado no puede ser la misma cuando trata una 
persona menor de dieciocho años que cuando trata un adulto. Esto está basado en un elemento 
científico que va más allá de los derechos y de la justicia, y que tiene que ver con el desarrollo del 
menor, que no es igual al de un adulto y con la autonomía relativa que tiene una persona que está en 
crecimiento y que está estableciendo lo que será su personalidad y su contribución a la sociedad. 


Lo primero que se establece es que se debe fijar una edad mínima por debajo de la cual el 
Estado renuncia a cualquier tipo de intervención penal. En Uruguay, el Código de la Niñez y la 
Adolescencia establece un sistema específico para adolescentes entre trece y dieciocho años. 


También implica un sistema de justicia penal juvenil o de adolescentes la existencia de 
tribunales en primera y segunda instancia especializados, con profesionales que, además del 
conocimiento del Derecho, tengan claro que están interactuando con personas en formación. 


Se establece la necesidad de una defensa pública fuerte. Durante todo el pasaje por el 
sistema penal, el adolescente debe ser asistido por un abogado o un tutor. Esta es una garantía del 


mundo de los adultos que se baja al de los adolescentes. También se determina que debe haber un 
debido proceso, con todas las garantías establecidas para la persona adulta. 


El último punto tiene que ver con que existan penas diferenciadas en relación a los adultos. 
Esto no significa -a veces hay una interpretación errónea en este sentido- que la Convención sobre los 
Derechos del Niño no contemple la privación de libertad. Hace referencia a la privación de libertad, 
pero como una medida extrema relacionada con los delitos más graves -esencialmente contra la 
persona-, que debe utilizarse como último recurso. 


Debemos recordar que la privación de libertad en los adultos y, en especial, en los 
adolescentes es solo la privación de libertad; no significa la privación de otros derechos fundamentales. 
Entonces, debería preverse que la privación de libertad no implique la privación de acceso a la salud, a 
la educación y a ser tratado en condiciones dignas. 


Por otra parte, la Convención insiste en la necesidad de que el Estado, además de prever 
condiciones de privación de libertad dignas, implemente medidas alternativas serias. Este es un tema 
que podemos analizar más adelante. Muchas veces, la inexistencia de recursos, hace que la privación 
de libertad se utilice de manera demasiado amplia. Además, si las medidas alternativas a la privación 
de libertad no son serias, la sociedad considera que la respuesta que le da el Estado no le ofrece la 
garantía de que los delitos o infracciones sean sancionados. 


También son importantes los programas que faciliten, una vez cumplida la pena, la 
posibilidad de una inserción. En este punto podemos dar una visión de cómo funciona esto en Uruguay. 
Es bastante irrealista pensar que un adolescente que pasó ocho meses, uno o dos años en una cárcel 
-con las condiciones que tienen en este país-, al que muchas veces se le administran psicofármacos 
para que esté tranquilo, que después es redepositado -disculpen que use está palabra tan cruda- en la 
misma situación de origen, por algún milagro tenga oportunidad de crear un proyecto de vida digno. 


Creo que este es un tema muy complejo y entiendo la preocupación del Poder Ejecutivo y de 
los Legisladores porque sienten la demanda de seguridad, sobre la cual podemos discutir largamente 
cuánto es realidad y cuánto percepción, y entiendo que cuando una persona o una institución tiene una 
responsabilidad hacia la sociedad, a veces, la sensación se transforma en realidad. Podemos también 
discutir largamente sobre cuánto y cómo los medios influyen en esto, pero esa sería una discusión 
teórica y ustedes están para ver qué tipo de respuesta se puede dar a una situación instalada en un 
componente fuerte de la opinión pública en cuanto al aumento de la inseguridad y de la participación 
de los adolescentes en la misma. 


¿Por qué digo que es un tema complejo? Porque para ser manejado de la manera más 
razonable posible necesita de la intervención de tres Poderes que, afortunadamente, en democracia, 
son autónomos: el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo, que ustedes representan y 
es un componente importante porque en base a la ley se determinan las respuestas, los flujos y las 
programaciones. Para ser resuelto, este problema necesita que haya cierta concordancia entre esos 
tres Poderes autónomos. 


También es un problema complejo porque no conozco sociedades que hayan erradicado 
completamente la delincuencia, aparte de algunas dictaduras sanguinarias que lo han resuelto con 
masacres. Es importante entender que no hay recetas mágicas por las cuales, a través de un cambio 
legislativo o institucional se pueda erradicar la delincuencia. Sin embargo, como UNICEF, pensamos 
que es posible contenerla y, sobre todo -es una apreciación personal-, una sociedad que renuncia a dar 
una segunda o tercera posibilidad a una persona que todavía no ha cumplido los 18 años, en cierto 
sentido, está admitiendo su fracaso. 


Antes de que se planteen las interrogantes, quiero decir que frente a esos principios 
internacionales debemos considerar cuál es nuestra lectura de cómo está funcionando el sistema en 
Uruguay ahora. 


Uruguay tiene un sistema de responsabilidad penal juvenil de 13 a 18 años, por lo cual, no 
podemos decir que los menores de 18 años son impunes por ley porque esta establece que toda 
persona que haya cumplido los 13 años y que todavía no tenga 18 años y está imputada de haber 


cometido una infracción a la ley tiene que pasar a través de la Justicia especializada, lo que muchas 
veces implica la privación de libertad. 


¿Cuán especializados son los tribunales? Creo que falta avanzar mucho. Por ejemplo, 
solamente en Montevideo existe un Juzgado Especializado de Primera Instancia; todavía no se ha 
ampliado al resto del país. Tampoco existe un Tribunal de Apelaciones Especializado en Segunda 
Instancia. 


Lo que voy a decir a continuación no es muy popular: a veces nos parece que hay un uso 
extendido de la privación de libertad -sobre todo, como medida cautelar- por delitos que, una vez 
pasado el Tribunal, no implican una condena con privación de libertad. Por ejemplo, en 2009 en 
Montevideo 503 adolescentes fueron privados de libertad como medida cautelar y solo 442 fueron 
sentenciados a la privación de libertad. 


SEÑOR LACALLE POU.- ¿Puede reiterar las cifras? 


SEÑOR CROTTI.- Fueron 503 privados de libertad como medida cautelar y 442 sentenciados en 2009. 
La fuente es el Juzgado Letrado en materia de adolescentes en todo el país; se trata de un informe 
concluido acerca de los procedimientos infraccionales. 


Cuando se utiliza mucho la privación de libertad de manera cautelar se genera hacinamiento, 
un número excesivo, no programado, de adolescentes en las cárceles, lo que conduce a los problemas 
que todos conocen. Ese es el otro punto que quisiera abordar: de verdad pienso que Uruguay no 
puede estar muy orgulloso de las condiciones de privación de libertad a las cuales, en general, son 
sometidos los adolescentes. Tampoco creo que la sociedad se puede sentir más segura sabiendo que 
estos adolescentes están siendo contenidos en esta situación. 


Disculpen la franqueza pero el alto número de fugas -no quiero dar datos específicos porque 
es difícil pero es de conocimiento común que hay muchas- casi parece una suerte de atajo que el 
sistema está implementando porque no tiene lugares adecuados también debido a esta utilización 
ampliada de la privación de libertad como medida cautelar. 


Tampoco es un argumento popular que lleve a ganar muchos votos, pero un sistema 
democrático de Justicia que no tiene una defensa fuerte, no es tal. Me refiero en particular a la defensa 
pública, porque la enorme mayoría de los adolescentes acusados de infringir la ley recurren a ella. 
Nosotros estamos trabajando para fortalecerla. De 186 procesados en Montevideo en 2009, la defensa 
pública interpuso recursos solamente doce veces, lo cual puede generar dudas. Reitero que 
promocionar la defensa pública puede no ser muy popular, pero siendo UNICEF un organismo de 
Derechos Humanos, es importante subrayarlo. 


Las condiciones de privación de libertad las conocen porque ha habido varios informes, por 
lo que no voy a abundar en ello. 


Un último punto -sobre el que quizá se formulen muchas preguntas- es que hay un debate 
bastante rico sobre los datos, en el cual mi institución y yo hemos estado involucrados. Antes que todo 
quisiera decir que en UNICEF no tenemos una postura ideológica ni el objetivo de subestimar el 
fenómeno. Sería muy ingenuo de parte de una institución como UNICEF tener ese objetivo. Nosotros 
estamos tratando de ayudar al país a medir en su justa dimensión el fenómeno de la participación de 
los adolescentes en los problemas de seguridad. Algunos países lo subestiman y otros lo sobreestiman 
y creo que es importante tener datos sobre los que haya acuerdo y sean comparables. Creo que ese 
no es el caso de Uruguay. 


Durante el último año del primer Gobierno del Frente Amplio firmamos un convenio con el 
Ministerio del Interior, la Suprema Corte de Justicia y el INAU, para armonizar los datos que recoge 
cada institución. La Policía recoge las intervenciones policiales, cuántas veces ha intervenido en 
asuntos que tiene que ver con los menores; la Suprema Corte de Justicia conoce los procedimientos 
judiciales, y el INAU el seguimiento de las medidas. Este convenio está vigente y desde 2011 se 
podrán recoger datos a partir de criterios que permitan una adecuación y una comparación. Creo que 
no es el caso ahora. 


Asimismo, debo decir que ninguno de esos datos nos da una dimensión específica respecto 
al aumento o la disminución de la delincuencia. Los datos que nos da el Ministerio del Interior son las 
intervenciones policiales, pero que haya más intervenciones policiales no implica que haya más delitos. 
Si, por ejemplo, en un territorio tengo cien efectivos y, luego, pongo trescientos, imagino que va a haber 
más intervenciones, pero ¿qué es lo que sucede? ¿Se trata de una mayor capacidad de respuesta del 
Estado o de un aumento de la delincuencia? Entonces, la cantidad de intervenciones policiales es un 
indicador, pero no es un elemento para definir si hay aumento o disminución de la delincuencia. 
Además, también hay que tener en cuenta lo que sucede a nivel del Poder Judicial. En todos los países 
hay una diferencia entre las intervenciones policiales y las instrucciones de procedimientos de parte del 
Poder Judicial, y eso es lo que caracteriza a un Estado democrático. Hay una intervención de tipo 
represivo y, luego, una instancia judicial que, a veces, desestima algunas de las intervenciones 
policiales. 


Sé que es muy complicado el tema de los datos. Lo único que podemos decir con certeza es 
que en este momento no tenemos datos sobre los cuales podamos ponernos de acuerdo, por lo cual, 
creo que hay una debilidad institucional en este sentido. 


Finalmente, creo que a veces hay cierta sorpresa o decepción -lo he vivido en varios países- 
porque hay países que han hecho muchísimos esfuerzos -Uruguay es uno de ellos- en materia de 
política social. En Chile, a pesar de que disminuyó de pobreza, ocurrió lo mismo. También podemos ver 
este fenómeno en Brasil. Y uno se pregunta cómo es posible que a pesar de esas políticas sociales, no 
siempre disminuya la delincuencia. Es claro que las políticas sociales son un elemento fundamental en 
términos de dar perspectivas de inserción a sectores de la población que no la tienen, pero por sí solas 
no son suficientes. Hay también una necesidad de políticas más específicas en cuanto a la prevención 
de la delincuencia y la respuesta del Estado tiene que ser justa, ni blanda ni excesiva, porque si no, 
hay dos peligros. Si es extremadamente represiva, ello puede tener un retorno político a corto plazo, 
pero en el largo plazo no se ha demostrado que eso sirva. Y si el Estado no responde de ninguna 
manera, puede llegar a suceder que se regrese a una especie de ley de la jungla y que las personas 
quieran manejar los asuntos de conflicto ellos mismos. 


SEÑOR LACALLE POU.- No tengo claro si quiero hacer preguntas, debatir, discutir. La verdad es que 
la exposición la quiero dejar decantar, como el vino. En este momento estamos situados ante una 
institución de una trascendencia e importancia mundial, y a veces los planos mundiales y los 
nacionales difícilmente pueden encastrarse. 


No sé hace cuánto tiempo que el señor Crotti está en nuestro país. Veo que maneja datos 
muy precisos y si bien UNICEF no es una organización política, en dos o tres oportunidades sobrevoló 
de manera muy rasante los temas políticos. 


Entonces, capaz que esta charla es más para un café y no para una discusión formal. El 
intercambio de datos siempre nos viene bien, porque la obligación de UNICEF es, como expresó el 
señor Crotti, defender los derechos del niño, etcétera, y la nuestra ya es un poco más compleja 
-muchísimo más compleja-, tenemos que abrir más el abanico; no solo abarca a los niños y 
adolescentes o a determinadas situaciones de niños y adolescentes. 


He leído recomendaciones y los documentos firmados por los países. Creo que hay que ser 
muy delicado a la hora de firmar determinados tratados internacionales porque, después, hay que 
respetarlos y hacerlos valer, y la realidad nacional no es la misma que la que puede tener Alto Volta, 
Nigeria, Chile o una favela en Brasil. Entonces, se complica cuando aplicamos políticas nacionales bajo 
recomendaciones internacionales. Pasa en las Naciones Unidas cuando le dicen a un país que no 
puede ir a la guerra, este dice que sí y, al otro día, va a la guerra. Hay países que firmaron tratados 
internacionales sobre derechos del niño y tienen la edad de imputabilidad en los 12 y 13 años. 


A veces, a nuestro país se le exige -con razón- el cuidado de los derechos, la reserva, sobre 
todo en lo que refiere al último tema que manejó el señor Crotti, relativo al cruce de datos, que no 
terminé de entender. En el año 2006 presenté un proyecto de ley referido a los antecedentes de los 
menores. El señor Diputado Michelini me hizo una observación que acepté y estaba dispuesto a hacer 
una modificación. Yo había puesto los datos administrativos y judiciales. Él me preguntó por qué había 
considerado los datos administrativos. El señor Crotti lo mencionó. 


Me gustaría conversar con más tiempo. Entiendo la posición que se nos viene a plantear. Si 
hubiera votos de por medio, UNICEF tendría más que nosotros en este tema, porque por lo menos 
aparece como más sensible e ideal. Y no lo digo en tono peyorativo ni despectivo, sino al contrario. Ese 
es el rol que tiene y que celebro. Son los equilibrios necesarios en cualquier sociedad. 


Termino con lo que dije antes: UNICEF es internacional y nosotros somos gobernantes de un 
territorio con sus propios problemas específicos. 


SEÑOR MICHELINI.- Agradezco la presencia del Representante de UNICEF y su equipo en esta 
Comisión Especial de la Asamblea General. Vaya también el reconocimiento al trabajo que ha hecho 
UNICEF, no solo en nuestro país, sino en el mundo, en promoción de los derechos del niño, la niña y el 
adolescente. 


Ratifico la idea que expresó el señor Diputado preopinante en el sentido de que, a veces, hay 
que darse un tiempo para leer las versiones taquigráficas sobre temas que, naturalmente, son de 
mucha sensibilidad y muchos matices, a los efectos de meditar al respecto, ya que una lectura más 
atenta y más desapasionada permite sacar mejores conclusiones o plantearse preguntas más 
adecuadas. 


Voy a formular seis preguntas. 


La Convención Internacional de los Derechos del Niño fue aprobada en 1990 y tuvo una 
amplísima aceptación mundial; fue una de las que se ratificaron y se pusieron en marcha con mayor 
rapidez, probablemente, apelando a un sentido de todos los Estados de que la situación de la infancia 
o de los niños y adolescentes genera naturalmente una especie de sensibilidad. 


Pero al mismo tiempo, a veinte años de aprobación de esa Convención internacional, lo 
cierto es que la experiencia de trabajo es dispar. Entonces, las preguntas que formularé son las 
siguientes. 


En primer lugar, ¿cómo ubica UNICEF a Uruguay con relación a la región y al mundo, en 
general, particularmente en materia de adolescentes en conflicto con la ley penal? 


En segundo término, ¿cómo ubica las compatibilidades de nuestras leyes internas con 
relación a la Convención? 


En tercer lugar, ¿se tiene una evaluación del presupuesto que el Estado uruguayo asigna en 
materia de niños y adolescentes, en términos comparativos? 


En cuarto término, en términos comparativos, ¿la institucionalidad está cumpliendo los 
objetivos de promoción y protección? 


En quinto lugar, ¿cuál es la evaluación de UNICEF con relación a la aplicación del Código de 
la Niñez y la Adolescencia? Fue hecho con enorme esperanza -diría- de que mejorase la situación de 
los niños y los adolescentes, y ya han pasado varios años de su sanción. 


Por último, Uruguay vive con angustia la contradicción sobre los datos. El fenómeno del 
desarrollo de políticas públicas con datos en otras áreas del conocimiento viene de larga data. En 
materia de empleo, si uno hace políticas públicas, evidentemente habla de ello; hay diversidad de 
indicadores para referirse al empleo. En materia de infancia, eso se está por construir. Concretamente, 
mi pregunta es la siguiente. ¿Qué tan atrasados estamos con relación a la región y a Europa? 


Naturalmente, algunas de las preguntas que formulé son de mucha amplitud, pero son las 
que surgieron durante la exposición que realizó el representante de UNICEF en Uruguay. El señor 
representante las acotará; no quiero ponerlo en la violencia de tener que responder sobre algunos 
temas que son muy amplios. Si no vino con los recaudos suficientes, en todo caso, quedarán las 
respuestas para otra oportunidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha sido bastante clara la exposición. 


Concretamente, quiero formular un par de preguntas, en virtud de su experiencia como 
representante de un organismo internacional con sede en Uruguay. 


La primera pregunta es la siguiente. Se ha dicho que, en muchos países, la ley penal se 
empieza a aplicar a partir de los 12, 13 o 14 años. Me gustaría que UNICEF respondiera, si puede, 
cuáles son los países en los que no hay sistemas penales juveniles, porque si se aplica el código penal 
de adultos a partir de los 12, 13 o 14 años, se supone que en esos países no hay sistemas penales 
juveniles, como plantea la Convención. Me gustaría que se echara luz al respecto, porque es un tema 
que muchas veces se plantea en el debate que tenemos. 


La segunda pregunta también tiene que ver con la contextualización en Uruguay de la 
situación de los adolescentes. El representante de UNICEF dijo en su intervención que no se puede 
considerar a una persona menor de 18 años igual que a un adulto, porque está pasando por una etapa 
particular de su vida. En contrario, se ha argúido que con los cambios civilizatorios que ha habido, a 
esa edad ya se está en capacidad de asumir responsabilidad penal, sabiendo que siempre hay una 
línea muy delgada que se traza entre la existencia de un sistema penal juvenil hasta determinada edad 
y otro, que está inmediatamente después de la edad. En la medida en que lo permita el tiempo y 
acotando la respuesta -de lo contrario, esta pregunta podría abrir la puerta a disquisiciones que no 
queremos plantear en esta Comisión-, contextualizándola en Uruguay, quiero saber qué se opina al 
respecto, si hay fundamentos para sostener que, a pesar del cambio en las sociedades, se debe 
mantener una divisoria entre quienes son menores de 18 años y quienes no lo son. 


SEÑOR CROTTI.- En primer lugar, quiero decir al señor Diputado Lacalle Pou que, con mucho gusto, 
podemos ponernos de acuerdo para tomar un café y seguir discutiendo este tema. 


Con respecto a la pregunta que hizo el señor Presidente relativa a la edad, creo que muchas 
veces hay confusión al respecto. Por ejemplo, he leído en los diarios -a veces, uno lee estas cosas en 
los diarios- que un Diputado de este país dijo que el Gobierno de Bachelet bajó la edad de 
imputabilidad a los 14 años. Entonces, yo podría decir que el Gobierno uruguayo la bajó a 13 años. En 
la región, salvo excepciones raras como Argentina, que tiene un sistema muy difícil de definir, siendo 
totalmente inimputables los menores de 16 años, pero puestos en privación de libertad por protección, 
esperando a que cumplan los 18 años para juzgarlos -es un sistema muy raro, como muchas veces 
pasa en este país-, y algunos Estados de México, todos los países en la región tienen un sistema de 
responsabilidad penal juvenil. Repito que ello no implica que los adolescentes sean impunes. En 
Uruguay, se empieza a aplicar el sistema penal de adultos a partir de los 18 años, pero eso no significa 
-lo vemos- que los menores de 18 años queden totalmente por fuera de cualquier intervención legal. Lo 
que preconiza la Convención es que haya un sistema específico. 


Como dije al inicio, tampoco se está señalando que todos los adolescentes son buenos y que 
uno debe darles una palmadita y decirles: "Andá para tu casa", esperando a que cumplan los 18 años. 
No; debe haber medidas. Francamente, la ley debe tener una visión socioeducativa, pero las medidas 
deben ser sanciones; me parecería bien que se las llamara "sanciones". A un adolescente, que frente a 
la justicia penal juvenil es responsable a partir de determinada edad -en Uruguay, desde los 13 años 
hasta los 18 años-, ¿qué se le impone? Sanciones. Ahora, todo es muy relativo. No se trata de que 
cuando uno cumple 18 años, es adulto y a los 17 y once meses todavía es adolescente. Son medidas 
que se han tomado porque algo se debe señalar. Lo mismo sucede con la mayoría de edad. ¿Por qué 
uno puede votar a partir de los 18 años -en algunos países, a los 21 años- y no a los 17 años? 


Entiendo lo que dice el señor Diputado Lacalle Pou con respecto a la complicación por lo 
nacional e internacional, pero creo que tampoco estamos diciendo que la humanidad renuncie a tener 
algunos estándares mínimos que se tratan de implementar en todo el mundo. Si hay acuerdo en que la 
tortura es algo inaceptable, es bueno que establezcamos un marco internacional que exprese que la 
tortura es inaceptable y que, después, se aplique en los diversos países. 


SEÑOR LACALLE POU.- Y que es inaceptable matar a mujeres a pedradas. 


SEÑOR CROTTI.- Exacto. Sabemos que eso se aplica. Estamos tratando en un mundo muy complejo, 
diverso y conflictivo, en el que podemos tener algún elemento básico de acuerdo. ¿Cómo se relaciona 
eso con la realidad nacional? Ustedes, como Diputados, tienen una tarea difícil pero, al mismo tiempo, 
muy digna. 


En el continente no hay ningún país que juzgue al niño de 12 y 13 años como adulto. Sí hay 
países en los que la edad de responsabilidad penal está establecida a los doce años mientras que en 
Uruguay es a los trece, con sistemas que, en principio, tendrían que ser especializados. Que todos los 
países tengan sistemas especializados es un camino pero, repito: la regla básica mínima es que haya 
un debido proceso, que se cuente con la presencia de un abogado, que la pena no sea igual a la de los 
adultos. y -agregaría- que realmente la privación de libertad sea destinada a los delitos más graves. 


Algo interesante que siempre dice un Juez brasileño, de Porto Alegre, es que en estos casos 
el tiempo es distinto. Yo tengo 57 años, y si me dan cinco años de cárcel, ¿qué representan como 
porcentaje de mi vida? No soy un experto en matemática, pero es un porcentaje bastante mínimo. Creo 
que si me hubieran dado cinco años a los 17 habría sido distinto, porque a los 15 esos años 
representaban un tercio de mi vida. Por eso también se trata de promocionar que la pena privativa de 
libertad sea más mitigada hacia el adolescente por lo que representa en su percepción del tiempo. 
Puede ser que pasar tres años en la cárcel entre los 50 y los 53 años sea, seguramente, menos dañino 
para el desarrollo personal que pasarlos entre los 17 y los 20. Si cada uno de nosotros piensa qué ha 
significado ese período de nuestra vida, comprobaremos que en ella tres años son mucho. 


Agradezco las seis preguntas formuladas por el señor Diputado Michelini e intentaré 
responderlas. 


En cuanto a cómo está Uruguay en la región, puedo decir que el Código y la Convención no 
implican solamente cómo un país se relaciona con los adolescentes infractores sino el conjunto de 
políticas. Uruguay es un país de mediano ingreso, que tiene menos desigualdad que otros. Hace poco 
el Presidente Mujica decía: "No sé si es bueno ser campeones de la liga de cuarta categoría", porque 
Uruguay es el campeón de la equidad en el continente más inequitativo. Pero, indudablemente, en las 
tasas de mortalidad infantil, en la inversión en primera infancia y en escuela primaria, Uruguay es un 
país que destaca, y eso tiene que ver con la Convención, que no solamente implica cómo nos 
relacionamos con los adolescentes infractores. Sí nos preocupa -no es el tema de esta Comisión- el 
estancamiento que tiene Uruguay en educación media. Y creo que una inversión en ese sentido puede 
ser una manera de contener la tentación del atajo delictivo. Uruguay en ese sentido está estancado 
desde hace veinte o treinta años. 


En cuanto a legislación interna Uruguay tiene un Código de la Niñez y la Adolescencia que, a 
nuestro juicio, es un paso importante para armonizar las leyes del país a la Convención. En el Código 
hay toda una parte que tiene que ver con la relación entre infancia y justicia, mientras que otros países 
tienen un Código de protección amplio y leyes específicas de responsabilidad penal juvenil, lo que no 
significa que se juzgue a los adolescentes como adultos sino un sistema particular, como he 
explicitado. 


Pido disculpas por no poder responder la tercera pregunta, ya que no tengo en mi poder el 
Presupuesto. 


Con respecto a la institucionalidad, es difícil decir que se está cumpliendo cabalmente con 
los objetivos del Código. Repito: creo que ha habido avances importantes en la disminución de 
pobreza, a pesar de que por las razones que todos conocen está muy concentrada en la primera 
infancia. 


Si me preguntan con respecto a la institucionalidad -es uno de los temas de esta Comisión-, 
en particular en lo que tiene que ver con los problemas de los adolescentes infractores, no puedo decir 
que lo que tienen ustedes ahora sea muy eficiente, y discúlpeseme por la franqueza. 


SEÑOR LACALLE POU.- Puede repetir eso. 


SEÑOR CROTTI.- Sí. No creo que la institucionalidad, como está organizada en este momento en 
relación con los menores infractores, sea muy efectiva y eficiente. Entonces, creo que lo que se está 
debatiendo en cuanto a crear un Ente Autónomo, puede ser un camino interesante, siempre que no 
signifique tomar un problema de otro lugar y ponerlo en esto. Pido disculpas si esto puede implicar 
inmiscuirme en las cuestiones políticas del país, pero resolver un problema no es desplazarlo. 


Creo que sería interesante hacer una evaluación de qué perfiles tienen las personas 
encargadas de manejar la privación de libertad. Por lógica, como estamos hablando de la franja de 
adolescentes más complicada, tendríamos que tener una profesionalidad mucho más desarrollada. Sé 
que en todos los países no hay cola para inscribirse a trabajar con los adolescentes infractores. Si 
puedo decir mi opinión personal en este caso, sin ninguna convención atrás, pero basada en 
experiencia en varios países, creo que habría que definir bien cuáles son los roles. Si estamos 
hablando de manejar un establecimiento de privación de libertad, tiene que quedar claro quiénes son 
los encargados -los guardianes- de que haya una rutina, se levanten a cierta hora, haya un desayuno, 
que la gente no se pegue entre ella. Esa es una función de guardián, que no significa matón, pero sí 
implica tener un reglamento conocido y compartido, que la persona que entre lo conozca. El otro 
aspecto es el educativo o de desarrollo de algunos talentos, y me parece que aquí hay figuras que se 
suman. Debemos tener en cuenta que estamos hablando de adolescentes que muchas veces no 
tienen una referencia clara en su entorno familiar, y si entran en un establecimiento de privación de 
libertad en el que -discúlpeseme la franqueza- no queda claro si la persona que está allí es un 
compadre, un amigo, un guardián, o educador, creo que ese sería uno de los primeros aspectos que 
valdría la pena analizar. 


Voy a referirme al tema de los datos. He tenido una conversación directa con el señor 
Ministro Bonomi, con muchísimo respeto, y tengo un documento que mandamos a todos los 
parlamentarios -que vamos a dejar aquí-, para el que hemos tomado datos oficiales y públicos, porque 
no tenemos acceso a otros no oficiales ni no públicos y UNICEF no produce datos al respecto. Estos 
son datos que surgen de las intervenciones policiales que tienen que ver con menores de 18 años y 
con procedimientos judiciales de los Tribunales encargados de los menores de esa edad. Reitero: 
espero que con este nuevo convenio se empiecen a recoger por parte de la Policía los datos de 
acuerdo con la ley que existe actualmente, es decir de los 13 a los 18 años, porque la Policía ahora 
tiene datos que corresponden a edades entre cero y 11 y 11 y 18. Entonces, eso también crea 
dificultades y se debe manejar el tema de manera más prolija. 


Repito que creo que ese es un esfuerzo que el país puede hacer, como bien se decía, y es 
bastante raro que alrededor de esto no haya mucho consenso, ya que tengo entendido que sobre 
datos de inflación y pobreza puede haber discusiones, pero hay cierto acuerdo ya que se puede medir 
la pobreza con la canasta básica o el ingreso, y en ese sentido se está de acuerdo. 


SEÑOR MOREIRA.- Pido disculpas por haber llegado tarde, pero pude escuchar la última parte de la 
exposición inicial del señor Crotti 


Él decía que consideraba que había un exceso de medidas privativas de libertad, cautelares 
y preventivas, que después no se veían ratificadas en los hechos. Vale decir que cree que la Justicia 
actúa con severidad, porque hay un artículo del Código de la Niñez y la Adolescencia que dice que la 
privación de libertad es la última ratio de las medidas. Entonces, me gustaría que definiera si cree que 
la Justicia ahí está actuando sin respetar ese principio legal establecido en el Código de la Niñez y la 
Adolescencia. 


También me gustaría saber qué opinión le merece la aplicación o qué efectos positivos y 
negativos ve en la aplicación del resto de las medidas socioeducativas no privativas de libertad. ¿Cuál 
es, a su juicio, el resultado del resto de las medidas? 


El señor Crotti también hizo una apreciación con respecto a los defensores públicos. 
¿Ustedes han hecho alguna recomendación? En ese sentido ¿cree que hay una indefensión respecto 
de los menores que son sometidos a la justicia de adolescentes? Lo que yo pude entender es que si no 
se recurren las medidas cautelares o las providencias judiciales, lo que se observa es omisión o 
negligencia, si es que así puede calificarse. 


Con respecto a las cifras, diremos que el lunes pasado asistió a la Comisión el señor Ministro 
del Interior, quien fue muy concreto en cuanto a la participación de menores en actividades delictivas, 
sobre todo en aquellas que se registran con violencia en las personas como las rapiñas. Él dijo que la 
participación de menores en rapiñas supera el 40% y que en similar proporción se registran 
procesamientos, definiciones judiciales, respecto de los menores, lo que confirma ese porcentaje de 
participación de menores en rapiñas. Me gustaría conocer las cifras que ustedes manejan, porque he 
leído cifras que se sitúan en más del 2% de participación de menores en delitos. Quizás eso sea en la 
masa general de los delitos y no en los delitos como la rapiña, que está calificado como gravísimo en el 
Código de la Niñez y la Adolescencia. 


Concretamente, en el caso de la rapiña, que es el delito que causa más alarma social, 
quisiera saber las cifras que les da, si las tienen. Quizás tienen las cifras de la masa total de los delitos 
pero no las del delito de rapiña. 


También iba a preguntar qué opinión tiene en general del INAU, pero con la respuesta que le 
brindó al señor Diputado Michelini ya me quedó claro que la opinión no es buena y que estamos 
fallando en esa materia. 


SEÑOR PEREIRA (don Nicolás).- Una de las preguntas que quería formular estaba vinculada con las 
cifras, pero no vamos a abundar en eso. 


Como saben, este es un tema muy vasto, pero tenemos algunos aspectos particulares que 
estamos analizando en la Comisión a fin de efectuar recomendaciones a la Asamblea General. 


El señor Crotti ya se ha expresado respecto a la pregunta formulada por el señor Diputado 
Bango en cuanto al límite entre los 16 y 18 años de edad y al estado de situación que vive el menor en 
esa edad. Ese es un tema que la sociedad hoy está debatiendo, es decir, la propuesta de la baja de la 
edad de imputabilidad. 


También tenemos algunos otros temas concretos que está debatiendo la opinión pública. Me 
gustaría saber qué opinión tiene con respecto al pasaje de los antecedentes judiciales de los menores 
a los adultos, pero no en general sino referido, específicamente, a la incidencia que esto tiene en los 
adolescentes cuando todavía son adolescentes. Reitero, no en el momento en que cometen un delito 
como adultos sino, a los efectos de la rehabilitación -creo que no es el término justo-, siendo todavía 
adolescentes. 


Por otro lado, hace un par de sesiones estuvo presente el Directorio del INAU y su 
Presidente nos decía que cuando los jueces de menores dictaminan medidas alternativas a la privación 
de libertad, la reincidencia ronda entre un 2% y un 3%, pero cuando las medidas son la privación de 
libertad, la reincidencia se sitúa por encima del 50% o 60%, según las cifras que ellos manejan. ¿Qué 
opinión tiene UNICEF respecto del sistema penal juvenil de nuestro país y si en este momento la mejor 
promoción de las medidas privativas de libertad están siendo adecuada o es insuficiente? 


Voy a hacer una pregunta vinculada con esto y que el otro día también se la formulé al señor 
Ministro del Interior cuando concurrió a la Comisión. Me consta que en el período pasado hubo un 
espacio de coordinación entre la Suprema Corte de Justicia, el INAU y el Ministerio del Interior en el 
sentido de tener un diálogo permanente básicamente por estos casos, por esa delicada frontera entre 
aquellos casos que son para medidas privativas y los que son para medidas alternativas a la privación 
de libertad. Me gustaría saber si tienen alguna opinión en ese sentido y si han recomendado algo a las 
autoridades. 


SEÑOR CROTTI.- Un país puede decidir que una persona es adulta a los 17 años. La Convención dice 
que se considera niño hasta los 18 años, a menos que..., pero entonces, la mayoría tiene que ser 
completa. No puede ser que uno sea considerado maduro para ser juzgado como un adulto, pero no 
puede votar. 


Yo cuando era joven, en ltalia, la mayoría de edad era a los 21 años y luego se bajó a los 18 
años, pero no se bajó primero la responsabilidad penal a los 18 y después lo demás. Hay un 
entendimiento internacional de establecer los 18 años porque la mayoría de los países considera que 


una persona a esa edad entra a ful" en el mundo de la madurez, entonces puede hacer una serie de 
cosas que hacemos los adultos. Sería un poco difícil explicar que uno a los 16 años puede ser juzgado 
por los delitos graves como adulto, pero si está yendo al liceo debe tener la justificación del padre si 
está enfermo. 


Si hay una decisión acerca de que los menores de 18 de años se les aplica la ley penal del 
adulto, eso crea una contradicción flagrante con los principios internacionales. El país lo puede hacer, 
pero tiene que saberlo y creo que nuestro rol es decirlo y el de ustedes tomar decisiones. 


En cuanto a las preguntas del señor Legislador Moreira, debo decir que no creo que sea una 
cuestión de severidad de los jueces. Si uno pudiera hablar de una situación ideal, pienso que una ley 
de responsabilidad penal juvenil especializada debería tener muy claro que la privación de libertad 
tendría que ser para los delitos más graves, que son los delitos contra la persona, homicidio, rapiña 
con violencia, etcétera. Entonces, eso limitaría su uso como medida preventiva. 


Nosotros pensamos que las medidas alternativas son medidas que pueden ser importantes. 
No estoy muy seguro de que no necesiten un refuerzo porque, como decía al inicio, si la sociedad 
percibe que la medida alternativa a la privación de libertad es prácticamente dejar al niño solo por ahí o 
por allá, no le estamos dando ni una respuesta en términos de sanción al delito cometido, ni estamos 
obrando en interés del chico. Entonces, creo que sería interesante -quizás eso se podría trasladar a los 
responsables del Poder Ejecutivo- estudiar cuántos recursos se están destinando para la medida 
alternativa y cuánto cuesta al Estado un adolescente con privación de libertad en las condiciones en 
que estamos. Pienso que si se instrumentan medidas, tienen que ser serias y hay países que las 
aplican por una serie de delitos; obviamente los menos graves. 


Entonces, creo que no he hablado de severidad de los jueces, porque además sería un poco 
desubicado de mi parte. 


SEÑOR MOREIRA.- Usted habló de que había un exceso; eso es severidad. 
(Diálogos) 


SEÑOR CROTTI.- Lo que pasa es que el Código lo permite. Entonces, quizás uno debería estudiar la 
posibilidad de que una ley establezca, de manera más precisa, medidas alternativas a la privación de 
libertad para una serie de delitos y describir cuáles son. Ahora bien: eso implicaría recursos y seriedad 
para la medida no privativa. 


En cuanto a la defensa pública, desde hace tres años venimos trabajando sobre este tema y 
no creo que se trate de indefensión. Lo que sucede es que este es un tema específico y no ocurre que 
de la noche a la mañana se hace un Código y al otro día todos los defensores, los Fiscales y los jueces 
ya son especialistas en justicia de adolescentes: allí hay todo un proceso de capacitación. 


Pienso que también es importante que el defensor público pueda incorporar en su quehacer 
la idea de que tiene que actuar como un abogado defensor privado; es decir, que su objetivo es 
defender el interés de su cliente. La justicia es así: un abogado defensor defiende a su cliente y no a la 
sociedad; para eso tenemos a un Fiscal y a un Juez. Pero no siempre percibo que quede claro que 
para un defensor público, pagado con recursos del Estado, su tarea es defender a un criminal o a quien 
haya cometido cualquier delito. Por eso hemos creado un proceso donde uno tiene la tarea de acusar, 
otro de juzgar y otro de defender. En ese sentido, se debería estudiar qué presupuesto se necesitaría. 


SEÑOR MOREIRA.- Ahora que vamos a comenzar a estudiar la modificación del régimen del proceso 
penal, debo decir que hemos escuchado muchas veces por parte de especialistas que vamos a pasar a 
un sistema acusatorio mucho más moderno, más justo. Y en la mayor parte de los delitos -creo que 
esto sucede más aun con los adolescentes- los acusados normalmente van a la sede judicial en caso 
de flagrancia. Quizás eso sea lo que determine que no se recurran muchas decisiones judiciales, en la 
medida en que se trate de delitos flagrantes que no admiten cuestionamiento a la decisión judicial en 
cuanto a la prisión cautelar. 


SEÑOR CROTTI.- Puede ser, si el señor Legislador quiere, luego podemos profundizar a ese 
respecto. 


Entonces, no creo que se pueda hablar de indefensión. Sí podemos decir que UNICEF 
sugiere que haya un fortalecimiento de la defensa pública para que haya justicia. 


En cuanto a mi apreciación sobre el INAUÚ, aclaro que no hablaba de ese Instituto en su 
conjunto, en la medida que incluye a los CAIF, el trabajo que se hace con niños en protección, etcétera. 
Lo que decía es que el manejo de la privación de la libertad -esto lo reconocen las propias autoridades 
del INAU- necesita una intervención bastante fuerte y con mejoras importantes. 


En cuanto a las cifras, he leído muy rápidamente la versión taquigráfica con la intervención 
del señor Ministro y, en verdad, no quiero entrar en una polémica. Lo que ustedes tendrán aquí son los 
datos que vienen de la División Estadística y Análisis Estratégico del Ministerio del Interior. Yo sé que el 
propio Ministro ha dicho que no los considera muy pertinentes, pero son los datos oficiales a los cuales 
tenemos acceso; UNICEF no puede analizar datos a partir de una versión taquigráfica que recibí en el 
día de ayer. Reitero que estamos utilizando los datos oficiales. 


A veces es muy complicado hacer comparaciones. Si consideramos los homicidios -no tengo 
los datos de la rapiña-, en adultos las cifras oficiales arrojan la cantidad de homicidios, pero en 
adolescentes, proporcionan el número de adolescentes implicados en ese delito. Honestamente, estos 
dos datos no son comparables. De acuerdo a los datos que están en el Ministerio del Interior, que son 
oficiales, uno podría decir que el total de homicidios en 2009 son doscientos veintiséis. Entiendo que se 
trata de esa cantidad de homicidios. Ahora bien: si miramos las cifras de adolescentes procesados por 
ese delito por el Poder Judicial, veremos que son cincuenta y tres, pero no se trata de cincuenta y tres 
homicidios, sino de cincuenta y tres adolescentes procesados y, según la misma fuente, en el 28% de 
los casos, hay más de un adolescente involucrado. Entonces, yo no puedo comparar esas dos cifras. 
No puedo determinar qué porcentaje representa cincuenta y tres dentro de los doscientos veintiséis 
casos, porque estaría comparando el número de homicidios con el número de procesados por esa 
causa. Por eso digo que sería necesario armonizar un poco esto para que el país pueda tomar 
decisiones con elementos más precisos. Reitero que esto lo leí anteayer; yo creo lo que dice el señor 
Ministro, pero sería bueno que esto fuera publicado en la página web o en publicaciones oficiales, de 
manera de que toda la sociedad pueda analizarlo y ver si estamos comparando lo comparable. No me 
parece para nada prolijo juzgar en base a una intervención hecha en este ámbito. 


SEÑOR LACALLE POU.- En tren de conocer la realidad internacional, yo sostengo que si bien la ley 
se crea como general y abstracta, termina aplicándose a casos particulares, y estamos con una 
materia prima muy sensible, sobre todo por la edad. Se comentaba que se trata de personas de 
catorce o quince años; entonces, son cambios diarios, semanales, mensuales. Por tanto, tengo la 
sensación de que no tenemos que ir tanto a la aplicación de la ley, sino a la aplicación de la condena y 
fundamentalmente a la inversión de recursos humanos y materiales en medidas alternativas a la 
prisión. Estoy hablando de menores y de adultos. Claro que hoy no me gustaría ser Juez, porque tengo 
dos posibilidades: miro para el costado, y aquí no pasó nada y los mando de vuelta a la jungla, o los 
encierro. Porque aplicar medidas alternativas a la reclusión significa destinar control, recursos 
humanos, dinero, y yo, como Juez, no me pienso hacer responsable de que se cumplan o no. 


He tenido la posibilidad de recorrer distintos establecimientos carcelarios de mayores, y 
puedo asegurar que algunos se asemejan a medidas alternativas; me refiero a las cárceles abiertas. 
Siempre pongo como ejemplo la cárcel de Campanero, que no tiene rejas sino alambre. Es un 
establecimiento rural en el que se crían cerdos, se hacen bloques y se plantan verduras. En estos 
casos, enseguida se ven los resultados. Está claro que todo termina residiendo en la voluntad del ser 
de reinsertarse o no, pero a veces, ni siquiera se le da esa posibilidad. 


Ya que hoy nos visita UNICEF, que apoya distintas campañas en este sentido, quisiera saber 
si tienen un estudio -no para que lo comenten ahora sino para que nos lo envíen- de la situación de los 
países en los que se han aplicado medidas alternativas a la reclusión. Estoy convencido de que esto 
no es para todo el mundo. El gran desafío es tratar desigual a los desiguales; es un desafío y, al mismo 
tiempo, la gran oportunidad de hacerlo. Digo esto porque si de aire uno se amputa la posibilidad de 
aplicar medidas alternativas, está siendo injusto. 


También me gustaría saber si tienen una evaluación de las medidas alternativas aplicadas en 
nuestro país. 


Por otra parte, me interesa mucho conocer si UNICEF destina parte de su tiempo y de sus 
recursos a la aplicación de estas políticas. Si han realizado investigaciones en otros lugares, sería muy 
bueno conocerlas. 


He visto a muchos chiquilines adictos dentro del INAU, y la forma en la que se los trata es 
fundamental. Convengamos que a algunos por más que se los trate bien, no van a mejorar, pero otros, 
a los que se los podía haber tratado mejor o que podían haber tenido otras alternativas, ni siquiera 
tuvieron la oportunidad de cambiar. 


Por lo tanto, nos gustaría saber si tienen estudios internacionales sobre las medidas 
alternativas, los costos, las inversiones y los resultados. Si bien se trata de un ejemplo internacional, 
nos serviría para imitar; creo que es de gente sabia copiar lo que está bien hecho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No soy experto en Derecho -soy sociólogo- pero creo que la provisión de 
justicia es tratar de igual forma a todos los ciudadanos, independientemente de su condición. 


(Interrupción del señor Legislador Lacalle Pou) 


-Reitero: pienso que la justicia se basa en tratar de igual manera a todas las personas, 
independientemente de su condición. 


En este sentido, quisiera saber si UNICEF considera compatible la lógica del aumento de las 
penas para los adolescentes con el objetivo de la rehabilitación. 


SEÑOR CROTTI.- Me comprometo a enviar a la Comisión toda la documentación que tengamos en 
cuanto a experiencias de medidas alternativas, tal como solicita el señor Legislador Lacalle Pou. 


A veces escucho que dicen: "UNICEF habla como si estuviéramos en Suecia". Pero nosotros 
también conocemos la situación de otros países que no son Suecia, Finlandia o Noruega. Yo soy un 
funcionario internacional -se dice que hablamos mucho desde un escritorio-, pero he trabajado quince 
años de mi vida en países africanos y de Medio Oriente. Esto me permite afirmar que hay algunos 
principios que son universales: se dan en el extremo norte de Noruega y, también, en el desierto de 
Tumbuctú. 


Entonces, con mucho gusto vamos a enviar algún análisis sobre este tema. No creo que 
haya datos sobre Uruguay; escuché lo que dijo el responsable del INAU. Sí le podemos mandar 
algunos estudios de países con distintos niveles de desarrollo. 


Con respecto a la pregunta de si son compatibles la pena y la rehabilitación, debo decir que 
la pena es una pena. La privación de libertad es una pena, es una sanción; se le puede poner aspectos 
educativos, pero es una pena. Si el Estado, a través de su sistema judicial, considera que un 
adolescente que ha cumplido un delito grave merece una pena de privación de libertad, es una pena. 
El objetivo mínimo es que esa pena no contribuya a que cuando la persona salga de ahí tenga como 
única alternativa seguir en la delincuencia; hablamos de reducción de daño. Sería esperable que un 
establecimiento de privación de libertad no se mantuviera la ley de la jungla, en la que la persona más 
agresiva ejerce su poder sobre los más débiles. También es fundamental la función de la persona 
encargada por el Estado de mantener la rutina; esto no debe entenderse como el atropello a la 
dignidad de la persona. 


De todas maneras, la definición de la pena debe tener en cuenta la gravedad del hecho y la 
edad de la persona. Repito que UNICEF no dice que no haya pena; para los delitos graves el Estado 
tiene todo el derecho de aplicar penas. La Convención lo prevé como última medida. También se debe 
tener en cuenta que la pena no tenga una duración tal que impida cualquier proyecto de vida del 
adolescente. 


Ahora bien: si analizamos la legislación de los países, veremos que es muy distinta. Por 
ejemplo, en Costa Rica se establecen diez o quince años para los delitos más graves, pero tiene 
solamente cincuenta adolescente encarcelados. Es una ley que, entre otras cosas, faculta al Juez a 
aplicar la privación de libertad solo a cuatro o cinco delitos tipificados. Personalmente creo que quince 
años son muchos, pero es un elemento que ustedes pueden debatir. He escuchado a colegas y 
Diputados hablar del ejemplo de Costa Rica. Puede ser un ejemplo pero, a mi entender, tiene penas 
muy altas, con una restricción muy clara de a qué delitos se aplica y una defensa muy fuerte. Y uno no 
puede comprar un pedazo de aquí y, otro, de otro lado. Es muy difícil decir: "Costa Rica establece 
quince años. Entonces, pongo quince pero la parte de la defensa no me interesa y aplico la pena 
también para otro delito". 


Ustedes tienen la posibilidad de comparar situaciones diferentes y encontrar la más 
adecuada para este país, espero que siempre teniendo en cuenta algunos principios a los cuales el 
país ha adherido. Si continúan con estos debates y lo consideran oportuno, UNICEF está dispuesta a 
invitar personas -no de nuestra organización- que tienen funciones en la implementación de este tipo 
de leyes en otros países para que debatan con ellos. La idea no es copiar modelos -porque no sirve 
para nada-, sino mantener un intercambio que los ayude a tomar la mejor decisión posible. 


SEÑOR VIERA.- Más allá de que tengo algunas dudas, creo que las penas son educativas. 


Por otra parte, ya que en la primera sesión decidimos incorporar como asesores a los 
miembros de la Comisión Multipartidaria y aquí me acompaña el doctor Scavarelli, que es bastante 
experto en el tema, quisiera preguntar a la Comisión si lo habilita para intervenir y formular una 
pregunta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos pareció perfecto que el doctor Scavarelli pudiera estar presente y, en lo 
personal, no tengo ningún inconveniente en cuanto a que pueda formular alguna pregunta. 


SEÑOR LACALLE POU.- Tengo un enorme aprecio por el doctor Scavarelli y él lo sabe, pero me 
parece que no corresponde que intervenga. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que deberíamos hacer la consulta reglamentaria correspondiente a la 
Presidencia de la Asamblea General a los efectos de interpretar el Reglamento a los efectos de tener 
claro no solo este caso puntual sino todos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queremos agradecer la presencia de la delegación de UNICEF y tomaremos 
en cuenta las invitaciones y ofertas que han hecho para trabajar en el tema. 


(Se retira de sala la delegación de autoridades de UNICEF Uruguay) 


-Como el lunes 20 hay sesión de Cámara a las 10 horas, proponemos que la sesión prevista 
para ese día se realice el martes 21 a las 15 horas, cuando concurriría la Suprema Corte de Justicia, el 
Comité de Derechos del Niño y el Instituto de Sociología Jurídica. De esta forma, quizás el jueves 23 
podamos llegar a algún acuerdo sobre el informe a presentar al Presidente de la Asamblea General y 
definir cuándo será la última sesión. 


SEÑOR LACALLE POU.- ¿Las delegaciones solicitaron venir o fueron invitadas? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Todos los invitados han venido por propuesta de la Presidencia y con el 
acuerdo unánime de la Comisión. 


SEÑOR LACALLE POU..- En este caso, si no vienen en esa fecha, ya está. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si el martes no tenemos la suerte de que comparezcan, seguiremos adelante. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 12 y 40.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


